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Radicación Nro.

66001-31-05-004-2016-000079-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Luis Eduardo Diosa Tabares  

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:
VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Ha sido reiterada la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en manifestar que las únicas providencias proferidas por la Corte Constitucional que son de obligatorio cumplimiento por tener efectos erga omnes en su parte resolutiva, son aquellas sentencias de inexequibilidad emitidas como resultado del examen de normas legales, por vía de acción, revisión previa o en virtud al ejercicio del control automático de constitucionalidad consagrado en el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, por cuanto las sentencias de tutela solo tiene efectos interpartes de conformidad con lo establecido en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991; tal y como lo recordó en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315.
Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral, sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310. / sentencia SL-549 de 14 de agosto de 2013 radicación Nº 43.566:

Sentencia SU-769 de 2014. / Sentencia C-836 de 2001

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, siendo la una y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor LUIS EDUARDO DIOSA TABARES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 27 de julio de 2016, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00079-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Luis Eduardo Diosa Tabares que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reajuste la pensión de vejez reconocida por la Administradora Colombiana, teniendo en cuenta todos los tiempos de servicios cotizados y no cotizados. Con base en ello aspira que se condene a esa entidad a reconocer y pagar la diferencia pensional causada a partir del 1º de febrero de 2014, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Subsidiariamente solicita que se reliquide la pensión de vejez teniendo en cuenta las semanas efectivamente cotizadas durante los últimos 10 años, aplicándole una tasa de reemplazo del 87% en consideración a las 1201 semanas de cotización. Bajo esas condiciones aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la diferencia pensional causada a partir del 1º de febrero de 2014, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: La Administradora Colombiana de Pensiones mediante la resolución Nº GNR 343241 de 6 de diciembre de 2013 le reconoció la pensión de vejez a partir del 1º de febrero de 2014 en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.656.577 por cumplir los requisitos exigidos en el Acuerdo 049 de 1990, suma ésta que resultó de aplicarle al IBL de $2.045.157 una tasa de reemplazo del 81%; a través de la resolución Nº GNR 19641 de 29 de enero de 2015, la entidad demandada le reliquidó la prestación económica reconociendo una mesada pensional igual a la suma de $1.690.575, sin embargo, no le tuvo en cuenta los tiempos de servicios prestados al Municipio de Pereira entre el 24 de agosto de 1990 y el 30 de junio de 1995, ni los cotizados entre el 1º de mayo de 2012 al 31 de enero de 2014; en ese último acto administrativo se le reconocieron 1360 semanas de servicios, entre periodos cotizados y no cotizados; en la sentencia SU-769 de 2014 se permite la sumatoria de esos tiempos, por lo que al contar con esa densidad de semanas tiene derecho a que se le reliquide la prestación económica, motivo por el que elevó solicitud en ese sentido el 22 de octubre de 2015, pero en la resolución Nº GNR 350987 de 2015 se negó el mencionado reajuste.
Al contestar la demanda –fls.69 a 75- la entidad demandada aceptó la gran mayoría de hechos relatados por el actor, menos los relacionados con la densidad de semanas cotizadas, la aplicación de la sentencia SU-769 de 2014 y que tenga derecho a que se le reajuste la pensión, respecto de los cuales expresó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Improcedencia de la reliquidación pensional” y “Prescripción”.
En sentencia de 27 de julio de 2016, la funcionaria de primer grado con base en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral determinó que no resulta posible acceder a las pretensiones de la demanda, en consideración a que para liquidar la pensión de vejez de conformidad con lo establecido en el Acuerdo 049 de 1990, únicamente se han de tener en cuenta las semanas efectivamente cotizadas al Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones, siendo imposible contabilizar los tiempos de servicios públicos no cotizados; por lo que no resulta posible aplicar en este caso la sentencia SU-769 de 2014 emitida por la Corte Constitucional.
Posteriormente manifestó que tampoco es posible contabilizar los periodos alegados por el accionante entre el 1º de mayo de 2012 y el 31 de enero de 2014, por cuanto ellos no aparecen relacionados en la historia laboral válida para prestaciones, motivo por el que le correspondía vincular al proceso al presunto empleador.

Inconforme con la decisión, el señor Luis Eduardo Diosa Tabares interpuso recurso de apelación argumentando que en este proceso se debe dar aplicación a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia SU-769 de 2014 en la cual se sumaron los tiempos públicos no cotizados al ISS y los efectivamente cotizados en esa administradora con el fin de reconocerle la pensión de vejez a un afiliado con base en el Acuerdo 049 de 1990; motivo por el que tiene derecho a que se le reliquide la pensión de vejez con base en esos tiempos públicos no cotizados.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Tiene derecho el señor Luis Eduardo Diosa Tabares a que se le reajuste la pensión de vejez reconocida por la Administradora Colombiana de Pensiones?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

En la citada sentencia se dijo:

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:
“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

EL CASO CONCRETO

Afirma el señor Luis Eduardo Diosa Tabares en la sustentación del recurso de apelación, que en el presente caso se debe dar aplicación a lo establecido en la sentencia SU-769 de 2014 emitida por la Corte Constitucional, en la cual esa Corporación determinó que para acceder a la pensión de vejez en los términos del Acuerdo 049 de 1990, resulta posible acumular tiempos de servicios tanto del sector público cotizados a cajas o fondos de previsión social, como del sector privado cotizados al Instituto de Seguros Sociales.
En efecto, según el certificado de información laboral expedido por el Municipio de Pereira –fl.30- esa entidad como empleadora realizó cotizaciones para pensión a favor del actor en la Caja de Previsión Social de ese ente territorial entre el 24 de agosto de 1990 y el 30 de junio de 1995, por lo que en los términos expuestos por la Corte Constitucional, para liquidar la pensión de vejez reconocida al señor Diosa Tabares con base en el Acuerdo 049 de 1990, se debían contabilizar esos periodos cotizados en la mencionada Caja de Previsión Social.
No obstante, frente a este tema ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que en aquellas pensiones que son gobernadas por el Acuerdo 049 de 1990, no resulta posible sumarles los tiempos de servicios del sector público que fueron cotizados a cajas o fondos de previsión social, pues la densidad de semanas exigidas en ese cuerpo normativo deben haber sido efectivamente cotizadas en el Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones); situación ésta que explicó de la siguiente manera en sentencia SL-549 de 14 de agosto de 2013 radicación Nº 43.566:
“En efecto, si bien es cierto que las normas denunciadas permiten que a las semanas cotizadas al ISS se le sumen los tiempos de servicio como servidor público, a fin de acceder al reconocimiento de la pensión de vejez pretendida, ello debe ser entendido solo respecto de pensiones que se rijan en su integridad por la Ley 100 de 1993 y no de aquellas gobernadas por los Acuerdos del Instituto de Seguros Sociales, pues el cumplimiento de las 1000 semanas a que alude el artículo 12 del citado Acuerdo, deben corresponder a aquellas efectivamente cotizadas a dicha entidad de seguridad social.”.
Tal conclusión la soporta la Corte diciendo:

“Importa precisar, por otro lado, que el citado parágrafo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 no puede ser interpretado de manera aislada del resto de este artículo. Y de ese modo, resulta que para un beneficiario del sistema de transición allí consagrado, el número de semanas cotizadas será el establecido en el régimen anterior al cual se encontrare afiliado, de tal suerte que ese requisito deberá regularse en su integridad por las normas que gobernaban lo pertinente en el régimen pensional que al beneficiario le resultaba aplicable. Régimen que, para un trabajador afiliado al Seguro Social, corresponde al regulado por el Acuerdo 049 de 1990, que, en lo pertinente, en su artículo 12 exige para tener derecho a la pensión de vejez un mínimo de 500 semanas de cotización pagadas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas o un número de 1000 semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.

“Pero dichas cotizaciones se entiende que deben ser efectuadas al Seguro Social, por cuanto en el referido Acuerdo no existe una disposición que permita incluir en la suma de las semanas de cotización pertinentes las sufragadas a cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o privado o el tiempo trabajado como servidores públicos, como sí acontece a partir de la Ley 100 de 1993 para las pensiones que se rijan en su integridad por ella. Y si bien antes de la precitada norma se produjo una regulación normativa que permite la posibilidad de acumular los aportes sufragados a entidades de previsión social oficiales y los efectuados al Seguro Social, a través de lo que se ha dado en denominar pensión de jubilación por aportes, que ya se dijo es a la que en realidad aspira el actor, ello corresponde a una situación jurídica distinta de la planteada por el recurrente que, en todo caso, se halla regida por normas distintas al aludido Acuerdo 049 de 1990.

“Para la Corte, el entendimiento sugerido por el recurrente, que dice apoyar en los principios que orientan la seguridad social en Colombia, resulta contraria al texto explícito del citado artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y supondría una excepción no contemplada en esa disposición, que fraccionaría la aplicación, en materia de semanas de cotización, del régimen anterior al cual se hallaba afiliado al beneficiario, pues supondría que para efectos de establecer el número de semanas cotizadas se aplicaría dicho régimen, pero para contabilizarlas se tomaría en cuenta lo establecido por la señalada ley 100, lo cual no resulta congruente.
Esta posición fue reiterada en reciente providencia de 2016, Radicación No 50896.
Así las cosas, siendo que los argumentos de la Sala de Casación Laboral son claros y contundentes, no se ven razones para apartarse de los mismos, en razón de lo cual en el presente caso como al señor Luis Eduardo Diosa Tabares se le reconoció la pensión de vejez por cumplir con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990, tal y como se observa en las resoluciones Nº GNR 343241 de 6 de diciembre de 2013 y GNR 19641 de 29 de enero de 2015 –fls.17 a 23-, no resulta posible contabilizarle a efectos de liquidar la prestación, el tiempo de servicios que como trabajador del Municipio de Pereira cotizó en la Caja de Previsión Social de ese ente territorial.
Así las cosas, no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, motivo por el que se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 27 de julio de 2016.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                   Salva voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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